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Nfrm. de Reqistro: 376/85 y
763/85,  acumulados.

ASUMO: Recurso de incons-
t j-tucionalidad y confl icto
posit ivo de competencia --
promovidos por el Gobierno
de la  Nación.

SOBRE: Ar ts . 17 ,  18 ,  t g ,
20  d ) ,  2 ! ,  22  y  31  de  l a  Ley
deI Parlament,o de Galicia --
t 2 / t 984 ,  de  28  de  d i c iembre ,
del Estatuto Gallego de1
Consumidor y Usuario, y di-
versos ar t , fcu los del  Decreto
de Ia  Junta de Gal ic ia  37 /
1985,  de 7 de marzo,  de
creación de Ia Comisi-ón Con-
sult iva de Consumo.

su reunión del dfa de hoy y en el

acordado dictar el siguiente

PLENO

Excmos .  S reg . :  ' j . , .  . ! . ,
t rttt

D. f ranc,iscfí 
' fbmás 

"y Valiente
D. Frandisqo Rubio Ll,prente
D. Fernando Garcla-Mon Gonza-

lez Regfuera l .
D.  Car los de 1a Vega Benayas
D. Eugenio Dlaz Eimil
D.  M1guel  Rodr fguez Piñero y

Bravo Ferrer .
D.  Jesús Leguina Vi l la
D.  Lu is  López Guerra
D.  José Luis  de los Mozos y

los  Mozos .
D.  Alvaro Rodr íguez Bere i jo
D.  ,José Gabaldón López.

EL P1eno,  €r r

asunto de referencia,  ha

t

v

A U T O

Advertida una omisión

números 3 y 5 de La Sentencia del

22  de  marzo  de  t99L  ( recu rso  de

37 6/  85 y  conf  l ic to  poSi t , ivo de

entre l-os Antecedentes

P1eno de este Tribunal de

inconstitucionalidad núm.

competencia núrm. 763/85,

acumulados) ,
de la LOTC y

de conformidad con l -o  d ispuesto por  e l  ar t .  93.1

e I  a r t .  267  de  l a  L .O .P .J . , procede su aclaración

siguiente texto:de oficio mediant,e la incorporación deL

"4.  Por escr i to que tuvo su entrada en el  Registro

General  de este Tr ibunal  e l  11- de junio de L985, don Antonio

Rosón Pérez,  Presidente del  Par lamento de Gal ic ia,  err  nombre y
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General  de este Tr ibunal -  e l  11 de jun lo de 1985,  don Antonio

Rosón Pérez, Presidente del Parl-amento de Galicia, €rI nombre y

representación del m1smo, compareció y formalizó su oposición

aI  recurso,  so l ic i tando la  desest imación en su in tegr idad.  La

Ley gal lega L2/ t984 ha puesto especia l  cu idado en respetar  e l

marco general dentro del- que debe operar 1a competencia legis-

lat iva de la Comunidad Autónoma, 1o que se refleja en el

espfri tu que informa su Exposición de Mot, ivos, 1as referenclas

expresas a la normatj-va del- Estado y el respeto del contenldo

normativo de la competencia exclusiva del Estado art iculado en

Ia Ley 26/ t984,  reconduciendo su carácter  de pr inc ip io

informador del ordenamlento jurldico a sus justos l fmites.

Para Ia defensa de los concretos preceptos impugnados art icula

Ias s igu j -entes a legaciones:

Art. l- . .  Respecto de la aplicabil idad direct,a de Ia

legislación estatal-, ld Comunidad Autónoma en materla de

defensa del consumidor aplicará directamente Ia legislación

del Estado que f i j  e los princ j-pios contenj-dos en el marco

económico const, i tucional-, que desarrol- le los l fmites

consignados en la  STC 7t / I982,  y  aquel las normas de la  Ley

estata l  26/ t984,  en cuanto afecten a sect ,ores del -  ordenamiento

jur Íd ico o a mater ias de la  exc lus lva competencia def  Estado,

respetando en todo caso e1 principi-o general informador

con ten ido  en  e l  a r t .  51  C .8 . ,  con  l a  func ión  no rma t i va

subsid iar ia  que Ie  reconoce eI  ar t .  L .4 de1 Código Civ i l .  Por

ot ra par te.  la  const i tuc ional idad del  carácter  bás ico de las

normas y principj-os que contiene l-a Ley impugnada se

fundamenta en una opción de polft ica legislat j-va en que

respetando eI bloque de constitucionalidad, eI legislador

gal lego ha optado por  una leg is lac ión,  no de deta l le ,  s ino de

principios y normas básicas que han de conformar la posterior

legislación autonómlca sectorial en aquellos aspectos que

afecten expresamente a l-a defensa de1 consumidor y usuario.

Frent,e a est,a opci-ón, no es de recibo que esta técnica persiga
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un propósit,o unj-f icador de las t i tularidades competenclales

fundamentado en la Exposición de Motivos, cuyo entendimiento

requiere una j-nterpretación sistemática de su apartado quinto;

y en cuanto a l-a disposición f inal- cuarta, debe admitirse que

estamos frente a un concepto jurfdico equfvoco con una
j -nterpretac ión pol isémica,  reconducib le a su est r ic to

s ign i f icado en los términos prev is tos por  la  Ley L/L983,

reguladora de la Junta y de su President,e. Por últ imo, aval-a

la constitucionalj-dad del- precepto su simil- i tud con el- art. 1

de Ia  Ley vasca 10/1981,  a l  que no se ha opuesto eI  Gobierno,

ni el- Tribunal- Constitucional 1o

inconstit ,ucional- .

ha declarado

Art. 17. EI legislador gall-ego tanbÍén previene

contra métodos o modali-dades de venta l imitat, ivos de la

l ibertad de el-eccj-ón o de la volunt.ad de contratar, pero no

entra a regular l-as condi-ci-ones básicas de la contratación

civi l  o mercanti l .  Tampoco prohibe ni discipl ina nj- sanciona,

sino que tan sof o impone aI poder ptlbl-ico autonómico Ia

obligaclón de contribuir a su reglament,ación especff j-ca como

lnstrumento normativo idóneo que garantice 1a defensa del

consumi-dor.

Ar t .  18.  E1 objet ivo del  precepto impugnado se

centra en poner de manif iesto l-a voluntad deI poder aut,onómico

gallego de proteger aI consumidor y usuario dent,ro deI ámbito

terri torial- de la Comunidad Autónoma frente a las "eventuales

c láusulas abusivas" ,  u t i l - izando para e l lo  1os inst rumentos

jurfdicos que Ie ofrece la "normativa general vigente en Ia

mater ia" .  No def ine nuevas c láusulas abusivas.  S inplemente

destaca por reproducción aqué11as que t j-enen una especial

incidencia en fa Comunidad Autónoma por las caracterfst icas

de1 comercio j-nterior gallego. Podrá alegarse que esta técnica

de reproducción de preceptos de la  leg is lac ión estata l  es

super f lua,  insegura,  hasta errónea;  pero no puede ser
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cali f icada, por principio, de j-nconstitucionaL, máxime cuando

en el supuesto controvert ido la reproducción va precedida de

un expreso reconocimiento de la normat, iva general- vigente.

Art. 19 . Lo que const, i tuye la base y fundamento

de1 ar t fcuJo es la  ca l idad de los b ienes y  serv ic los of rec idos

en e l  mercado.  Par t iendo de esta base in ic ia l - ,  Ia  ex igencia se

predj-ca de los bienes, como un mandato para gu€, en aras de la

defensa de su calidad, s€ adopten las medidas no sólo

precisas, sino también oportunas. Se entiende exclusivamente

como un principio dir igido a 1a acción de los poderes

pol f t icos dentro de las normas v igentes.  Que los b ienes,

dentro de sus normas de calidad, s€ ajusten a la f inal idad que

motiva su adquisiclón, es un requisito imprescindible de la

defensa constitucional-mente reservada en favor de los

consumidores.  Que los b ienes se a justen a las expectat ivas

razonables es otro aspecto de l-a defensa mfnima en favor de

los consumidores.  La expres ión "que se der ive"  (de su

descr ipc ión,  peso y ot ras c i rcunstancias)  completa e l  cuadro

de f idetidad absoluta a la normat, iva vigente. Además, l-a

competencia en materia de defensa de los consumj-dores y

usuarios se completa con la competencia exclusiva que tanbién

corresponde a la Comunidad Autónoma en materia de comercio

int,erlor. En def inlt iva, l-a exigencla que se considera como

atribut, iva de derechos subj et ivos en eI segundo inciso del-

ar t lcu lo carece de todo va l -or  en forma a is lada,  y  só lo

adquiere sentido si se comprende dentro de1 régimen

competencial adecuado y, además, si se tomasen las medidas

opor t ,unas.

Art.  20 a) .  Poniendo en relación el-  párrafc>

impugnado con el encabezamiento del artfculo resulta

manif iesto su alcance, La referencia a Ia "normat iva v igente"

permite aclarar que los el-ementos de la garantfa no están

regulados por el legisl-ador gallego, y al- hablar de las
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medidas que conduzcan a lograr 1a entrega de una garantfa, no

se trata de establecer un derecho sustantlvo ni de regular

aspectos de derecho contractual ,  s ino de establecer  e l -

objetivo de defensa directa para que 1a garantfa sea realmente

ef icaz.  La ex j -gencia de 1a garant la ,  como documento,  como

forma,  es un aspecto básico de Ia  defensa deI  consumidor ,  s in

entrar en su contenido. La exigencia de l-a ent,rega de Ia

garant,fa como aspect.o básico de la defensa del consumidor se

just, i f lca cLaramente al modular la entrega del documento

recordando las normas legales que 1o hacen posible.

Ar t .  21, .  La f ina l idad del  ar t fcu lo es s implemente

defender  a l  consumidor  o usuar io  sobre la  natura leza,  caracte-

r ls t icas,  e tc .  de los product ,os y  serv ic ios que puedan

afectar le  y  hacer  efect ivas 1as garant fas establec idas,  pero

sin incj-dir en ning(rn caso en facultades y competencias que no

corresponden a l-a Comunidad por est,ar atr ibuidas

especf f icamente a la  leg is lac ión genera l .

Art .  22. Aunque en eL escrito rect,or se dice que

el artfculo impugnado coincide en su signif icado con e1 art.

18 de fa  Ley vasca L0/ tgBL,  dec larado inconsüi tuc ional - ,  su

at .enta lectura permi te establ -ecer  c laras d i ferencias,  puesto

que eI precepto de la Ley vasca habla de reivindicar la

reparación de los eventual-es daños causados por el producto o

servicio recibido, aspecto en el que no incide el precepto

gal lego,  y  consciente de esta ex igencla,  e l  leg is lador  gal lego

excluyó el rasgo que pudiera aproximarlo a Ia creación de un

derecho subjetj-vo del consumidor frente al empresario.

A r t . 31 .  Lo  que  se  es tab lece  en  e l  apa r tado

segundo de dicho art lculo es solamente la posibi l idad de que

las partes, mediante compromiso expreso, puedan acordar

someter sus diferencias en materia de consumo a la Comisión.

Se trata de un acuerdo vál- ido y obligatorj-o a la j .uz del art,.
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